
ORGANlZACIdN DEL TRIBUNAL FISCAL 

Por el doctor Humberto BKISEÑO SIERRA 

Prcsidctite clcl Iiistituio hlcxirano rle Derecho Procesal 

1. En las relacioiies jurídicas de naturaleza pública, es indispensable 
estructiiiar, además de un conjunto normativo que estipule los deberes 
y Itis laculta<les de los destinatarios, un cúmulo de preceptos que abar- 
quen <los aspectos del fenómeno social. a) aquellos que constriiyen 
la personalidad de los titulares, y 6) las disposiciones que determinan la 
conesióri <le los actos. 

( 1 )  ;21 primero de estos grupos normativos se le puede denominar la 
parte orginica, ~onsiderando que su finalidad es crear los entes encar- 
gados (le realizar la función estaval. 

E1 principio que guía a las leyes orpinicas es el (le la fijaciliti y distri- 
buciiin de las competencias. La relación pública, por su caracter  impera^ 
tivo requiere en algún momento de la intervención eslatal, la cual se 
logra por medio <le órganos. 

El iirgano jurídico, ha dicho la doctrina, es el sujeto encargado de 
expresar la volun~a<l del ente. No se trata <le un representante ni de un 
iiian<l:it;irio en sentido estricto, sino de la persona que actúa por derecho 
propio en relaciones ajenas. El órgano viene a ser un legitimado, en el 
aenticlc~ <le sujeto autorizado para querer por cuenta del ente. 

En 1;i a<lministración de justicia, el Estado ha concebido la existencia 
(le diversos drganos a los que atribuye normalmente dos funciones: el 
ejercicio de la jurisdicción y la decisión de los conflictos. Algunas veces, 
estos Organos están facultados igualmente para ejecutar, es decir, para 
emplcar la fuerza legal en la modificación de la realidad jurídica; perri 
diversos tribunales carecen de lo que se ha llamado el imperio ejecutivo, 
y tal es el caso particular del Tribunal Fiscal de la Federación. 

Dede  la Ley de Justicia Fiscal, la idea que ha preponderado en este 
sector. ha sido la de instituir un Tribunal que conozca de conflictos 
entre la Administración Pública, particularmente la vinculada con la 
materia fiscal, y se limite a resolver sobre la validez o nulidad de sus 
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actos; de ahí que se suela afirmar que el Tribunal Fiscal de la Fede- 
ración es un  Tribunal de anulación; pero esta limitación de competen- 
cia que elimina la potestad ejecutiva, se ha confundido con la carencia 
de atribuciones para sentenciar en determinados problemas y aun se 
ha llegado a efectuar una trasposición, entendiendo por jurisdicción 
lo que no pasa de ser competencia para decidir y, por ello, se ha conclui- 
do sostenierido que este Tribunal no  es de plena jurisdicción sino de 
jurisdicción de mera anulación, lo que manifiestamente es insostenible. 

b)  De cualquier manera que se explique la situación, lo importante 
es advertir: primero, que el Tribunal es un órgano estatal, segundo, 
que tiene encomendada una función procesal y, tercero, que su com- 
petencia para decidir se ha limitado legalmente a la anulación o decla- 
ración de validez de los actos impugnados. 

Ahora bien, la existencia de un Tribunal especial, puesto que se en- 
cuentra fuera de la órbita del Poder Judicial, constitucionalmente pre- 
visto desde los artículos 49, 94 y siguientes de la ley eminente, implica 
o presupone la existencia de otros dos cuerpos legales: el atinente a las 
relaciones sustantivas y el que corresponde a la actividad del mismo 
Tribunal. 

Si existe un Tribunal Fiscal, es porque hay una materia iiscal de la 
que surgen conflictos jurídicos ciiyo conocimiento y decisión se le en- 
comiendan; asimismo, el Tribunal tendrá una función precisa cuya 
realización es menester regular. 

En terminos generales, cabría decir que en lo fiscal se aprecian legal- 
mente tres secciones, un cuerpo normativo que define la materia, deter- 
minando los deberes, facultades y condiciones de la relación fiscal; otro 
que se destina al aspecto dinámico impugnativo, y un tercero que crea 
el órgano particularmente encargado de conocer y decidir el proceso 
fiscal. 

Lógicamente, la existencia del Tribunal no se explicarid si no se 
tuviera una materia especial, porque la función en si de conocer y resol- 
ver procesos está encomendada al Poder Judicial. Precisamente esta cir- 
cunstancia, originada en el principio político de la división de funciones, 
es la que lia motivado que en el extranjero se implanten diversos sis- 
temas, los cuales, en síntesis, se conocen como: el de justicia retenido, 
el de justicia delegada y el mixto. Tales denominaciones son equívocas y 
ahora se tiende a hablar de tribunales judiciales, administrativos y mixtos. 

Sin penetrar en la cuestión (histórica más que teórica) de la consti- 
tucionalidad del Tribunal Fiscal, cabe consignar que la reforma del 
artículo 104, fracción I ,  ha venido a sentar las bases necesarias para su. 
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existencia, si bien ello ha sido por la vía indirecta (le permitir la creación 
[le recursos ante la Suprenia Corte contra las decisiones de los triburiales 
administrativos. 

Por t:int», superada la dificultad que antes ofrecían los artículos 49 
y 17 constitiicionales, al conferir al Poder Judicial la faciiltad de admi- 
nistrar justicia en Iorrna exclusiva, queda aliora por determinar la com- 
peteiicia del Tribunal Fiscal, lo que equivale a precisar su adscripción, 
su coinl>osición y la distribución de sus tareas. 

c) No sería exagerado afirmar qiie el Tribunal Fiscal de la Fedrracihii 
es iin orgartismo novedoso en el sistema jurídico mexicano, porque siti 
olvidar quc en la era colonial las .l\udiencias tenían fiinciones cle tribii- 
nales administrativos, o quc eii 1836 las Siete Leyes Constitucir>iiales 
aludían a Tribunales <le Hacien<l;i, que en 1853 se restablecib el Co~isejo 
<le Estado y se exliidiú la Ley Lares de lo contencioso admitiistr;itivo, 
lo cierto es que <lerc~gatlns todas las clisposiciones en 1855, Iue sólo 1iast;i 
1936 que se implanta el conteiicioso Iiscal enconieiii!a<lo a 1;i decisióri 
ile un Tribunal especial. 

Taiitr> el C<idigo l'iscal <le la Fe(ler;ición, piiblicado eri el Di;irio Oficial 
[le 31 de cliciembre de 1938, como la nueva Ley 0rg.inic;i del Trihunnl 
Fiscal de 1;t FecleraciOn, aparecida en el Diario Oficial de 19 'le ciiero 
<le 1967. no Itan Iieclio sino retocar la cornposici¿in y competeiicia del 
rriismo Tribunal (le 1936. Por eiiile, las coiisideraciones que purlieraii 
hacerse sobre su signil'ic:ici<iii, se a~>licaríati por igital al 6rg:nio q i ~ c  e:i 
1Y6G conirtenioró su trigi-sinio aniversario. 

Eti 1:t doctriiia actual, los constitucioiialistas han dcj;i<lr> de hahlar 
del principio de <livisi<iii o separ;irión de pocleres, para rrterirsi coit. 
cretarnente a la divisiúti de funciones. Esto f;icilit;i 1;i observ:ici<iii de 
Sei~óirieti~~s <:oiiio el <lile se <la eti hlPxico, de un Tril>iiii;tl quc iir> I'orina 
p a r t u l c l  Poiler Judici:il. Pero al mismo tieriipo, 1:i refercricia :L un;! 
Suiiciun especifica. qiie en este r:iso es la arimiiiistraci<iri rlc jostici:~. 
;i~ixilia eii el an:ilisis de la estriiclur;~ del drgano, pues si stis :itribiicir~ii<:s 
quedan bien clelirnitadas, es iii<lii(lable que la composiciiin del 6 r ~ a n o  
lia de adeciiarse al fin persegui(lo coi1 su cstablecimieni<i. 

Inclica<l« aiites qiie el Tiibun;il Fiscal [le la Fe<leracii>ii no tiene potcc,- 
tades ejeciitiras, hace falla axregar que carece tainhii-n <le imperio para 
1i;icer ciiinplir sus ileterminacioiies. Es iiii órgario q ~ i c  clict;i Ial!i,s qite 
estin eii r1 dintel <le las senteiiciai entendidas en su significaclo ctirnr>- 
lógico rc~man:~, esto es, meras opiniones, y I:is sentencias concebidas conto 
mandatos ;iutoritari«s. 

Esta vague<lad del t&rrnino, originada en la creencia <le que el Escaclo 
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no puede ser sujeto pasivo de ejecución legal, trasciende al ámbito 
competencia1 del Tribunal y, por ende, entre los elementos que le com- 
ponen no puede preverse un  órgano ejecutivo. Marginalmente, conviene 
puntualizar que la idea de inejecutabilidad del Estado no sólo ha sido 
superada, sino que se conocen diversos expedientes para hacer cumplir 
las sentencias que le condenan, desde la vía subsidiaria de la responsa- 
bilidad como se encuentra consignada en la Ley de Amparo, hasta la 
fórmula del mandato directo e irresistible que han implantado leyes 
como la argentina o la panameña, la costarricense o la española. 

d) Si el Tribunal Fiscal de la Federación es un órgano encargado de 
administrar justicia en los conflictos tributarios, su competencia puede 
calificarse de procesal. Pero en este punto es pertinente hacer una aclara- 
ción más. En el campo procesal quedan comprendidas relaciones diná- 
micas que no son de ejercicio de una acción, como sucede con los proce- 
<limientos unilaterales preparatorios, precautorios y de jurisdicción 
voluntaria, o con los multilaterales destinados a las distribuciones patri- 
moniales, tales como las sucesiones y los procedimientos concursales. 

El Tribunal Fiscal no tiene fijadas facultades de este tipo, sino escue- 
tamente procesales, entendidas como la mera dirección de instancias 
bilaterales contenciosas; en consecuencia, su composición no tendrli que 
responder a otros fines que los de conocer un conflicto y emitir un 
pronunciamiento. No hay necesidad de dotarle de órganos idóneos para 
homologar negocios juridicos, o para efectuar y ordenar registros, no 
requerirá de instrumentos subjetivos para realizar mandatos interdictales 
ni proveidos cautelares. Pero no debe llevarse esta regla a la exageración, 
porque, como toda autoridad, el Tribunal debe estar facultado para 
imponer sanciones y medidas disciplinarias, tanto a sus integrantes como 
a los sujetos que ante 61 actúan. 

Asi pues, el Tribunal es un  Órgano procesal por excelencia y su estruc- 
tura debe responder a las necesidades de la dirección de las instancias 
de las partes y de la decisión de sus conflictos. En este sentido, se conocen 
dos formas de composición, la de los juzgadores monocráticos y las de los 
colegiados. El Tribunal ha sido creado de acuerdo con la última de 
ellas, es un Tribunal colegiado. 

Es forzoso separar los fenómenos de la colegiación y la repartición de 
competencias. El órgano estatal puede ser unipersonal o pluripersonal, 
obedeciendo ello a las necesidades del trabajo que se le encomienda. 
En la administración de justicia se han conocido diversos sistemas, desde 
los arcaicos en que la comunidad no tuvo sino un  solo juzgador, hasta los 
que requieren los Estados modernos de una extensa red de funcionarios. 
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Eri el supuesto <le la multiplicidad de jueces, todavía cabe organizarlos 
bajo una hegemonía o en forma autóiioma. Algunos paises como Méxic~l, 
establecen la hegemonía en una Suprema Corte, de manera que el mismo 
Tribori;il Fiscal, aiinqiie no forme parte del Poder Juriicial, se encuentra 
de Iieclio subordinado ;i la niisma Corte. Otros, en cambio, clistribuyeii 
la ctiml>eteiicia entre cuerpos que no tieiieii otra liga entre sí que su 
origen constitiicional o meramente institucional. Éste es el caso del 
Urugua), donde su Tribunal (le lo Contencioso Aclministrativo es aut6- 
iiomo iesr~ecto a la Suprema Corte de Justicia y, con mayores cornple- 
. . 
~i~la<les,  es taiiibién el régimen iiiglés. 

.A pa r~ i r  (le1 sistema de liegenionia urginica, todavia cabe que la plu- 
ralidail de juzgaclores se estructuren en sentido liorizontal o vertical. La 
horii<intali<la<l se aprecia en aquellos regínienes en que el total o cierto 
grupo (le luiicioriarios tieiim la niisnia jerarquía y cornpeteiicia, y sólo 
se i-eiincii en seccii~ncs para casos especiales o para la dccisi¿>ii de i m p u s ~  
nacir>iiei (le los fallos emitidos unil~ersonalmente. 

El sirtema vertical, en cambio, consiste en implantar scries <le estudios 
cornpetcnciales. de modo que los coiiIlictos van pasando por el t a m i ~  
de c;ida jiiicio hasta alcanlar la sentencia inimpugnablc. 

Es cn este iiltiriir> campo que opera con mayor a<lecuacii>ii el diseñc 
de 1;i colegi:icihn, pues eii el primer pelclaño de la jo<lic;itura se suele 
encoriieii<lar a u11 iiincionario la instruccii~n y decisihn del caso, o sólo 
la insti-iiccióii pioccsal, dejdiiilose para los cuerpos colegia<tos I:i re\i*ihii 
de 12,s \eritenci;is o la dicha solocihn. 

t:I esiiuenia preferido por la cloctrinü y las legisla<ioiies de tipo coii- 
tineritiil eiiropeo es el de caiitidades impares: uno en primer grado, tres 
en segurido y cinco en tercero. La fórmula, sin enib;irgo, iio es estricta ni 
constaiite. En lo penal, por ejemplo, tanto se daii en la priiiiera instancia 
juzg;tiIi)i?* ~~io~iocr~i t icos que ci~legiaclos en I;ia cortes penales. En la vi;, 
de amparo la doble instancia va, en unos casos del jiiez ~inipersonal al 
Tribiin;rl Colegiado con tres magistrados, o a las Salas <le la  Corte con 
ciiico ministros. En todo caso, la estructura vertic;il supone una progre- 
sión niimérica o, por lo menos, el maiitenimiento de la cantidad, de 
modo que si las cortes penales se componen de tres jueces, las salas 
del Triburial Superior deberin integrarse con un número semejante. 

e )  L;i elección de la forma monocritica o de la colegiada debier:~ 
depencler de las dificultades (le1 problema jurídico. Al menos, tste ha 
sido el criterio (le quienes optaron por implantar las cortes penales, 
donde la controversia atañe n los más preciados valores humanos. Pero 
no es una razón definitiva y, tanto en los regímenes que instituyen el 



jurado para los litigios civiles, como en aquellos que sencillamente 
implantan la colegiación de jueces tecnicos desde la primera instancia, 
y hasta de los que la realizan en términos de escabinato, es decir, u: 
juez y dos conjueces como se ve en las Juntas de Conciliación y Arbi- 
traje, la pluralidad se implanta por motivos meramente políticos. 

El Tribunal Fiscal de la Federación es un Órgano integrado por salas 
colegiadas y un pleno. En tal virtud, su estructuración es doblemente 
pluripersonal, en el primer grado salas en las que se distribuye la com- 
petencia horizontalmente y, en el segundo una reunión del total de los 
niagistrados en la que se concentra la competencia vertical. 

No es posible conocer las razones que pudieron convencer a los autores 
<le las tres leyes que se han sucedido en este campo, para optar por la 
colegiación en el primer grado. Cabe imaginar que se considere indis- 
pensable encomendar a un órgano plural la@decisión sobre actos realiza- 
dos por las autoridades fiscales, partiendo del supuesto de que, en el 
fondo, se estaba ante una segunda instancia, dado que ya existia un 
antecedente de decisión autoritaria. 

Aun sobre estas bases, la solución dista mucho de ser la apropiada. 
Ya en los regímenes que implantan la colegiación desde el primer es- 
calón, se distingue entre la dirección del proceso y la decisión del con- 
flicto. El juicio por jurados, verbigracia, no significa que los sujetos 
legos integrantes del jurado ejerzan jurisdicción, sino que asisten ;al 
desarrollo del proceso para conocer el caso sobre el que emitirán un mero 
veredicto. La colegiación penal no pasa de la exigencia de reunión de 
los jueces en el momento de sentenciar. 

Por tanto, aunque se estime que los problemas fiscales son delicados, 
o se parta del hecho de que hubo una verdadera primera instancia ante 
la autoridad administrativa; uno es el supuesto del proceso y otra hipó- 
tesis del fallo. El desarrollo procedimental inevitablemente ha de ser 
entregado a la dirección monocrática y, en este sentido, la composición 
colegiada, o es contrariada en la práctica, o resulta un perjuicio. 

En aquellos sistemas de concepción cerrada, porque no dejan salida 
unipersonal a sus cuerpos colegiados, ha sido necesario qiie el problema 
se solucione con la figura del magistrado presidente. De esta manera, 
aunque el colegio asiste a todas las deliberaciones, la instrucción está 
realmente encomendada a un solo juzgador. 

En la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación, los artículos 
21 a 27 hablan de la competencia de sus componentes y establecen una 
diferencia netamente procesal entre el magistrado que se califica de 
instructor y los restanles que sólo colaborarin en el dictado de la sen- 
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tenci;,. Así pues, iio requiriéndose siquiera la publicidad de las sctua- 
ciones por cuanto al procedimiento e$ predominantemente escrito, re- 
sulta superflua la colegiación, sobre todo porque el mismo magistrado 
instriictor es quien prepara el proyecto de sentencia recibiendo entonces 
el nombre de ponente. Los demis magistraclos no auxilian en la marcha 
del Ixoceso, de manera que no asumen las pruebas, ni conocen directa- 
mente a las partes. Si súlo se tratari de ciiestiones de derecho, cabría 
justilicar la colegiaciún porque a mayor iiúnicro 'le expertos, mis  segu- 
ridad se teri<lria en el resultado; pero como muchas veces tendri que 
resolverse sobre hechos, los cuales conocen inme<liatamente tan súlo el 
iiistructor, l;i co1egi;iciúii deja de tener razón suficiente y seria preferible 
el , j~>, .~:~dor inoiiocritico en todas las fases y no  sólo en el proceso. 

f )  Esle Tribiin;il colegiado había venido dictando sus fallos en reprc- 
seiitaciún del Ejeciitivo <le la Uiiión (articulo 146) ; pero la nueva Ley 
Orginica confiere ;il Presidente tle la República, a propuesta del Secre- 
tario de Hacieritla y Créclito Píiblict~ (artículr~ 3") ,  tan súlo la facultad 
<le n~iiribr;~t a los iiiagiatrados, <lesignaci<in que dcberá ser ratificada por 
el Senailo por el plazo de seis años y, eii los recesos del Seiia<lo, la coni- 
peteii~i;i recaeri en la Comisióri Permaiieiite. 

No se conoce con exictituil I;i r:izún por la que el Tribunal ya no 
c1iciar;i sus ~>roniiritiamieritos en rel>reseiitaciOn del Ejecutivo, sin eni- 
b:irgo e* factible siiliiiiier que, si en airtucl <le la soluciúri jurisl>rudcnci~I 
<le 1;1 Siiprem;~ Corte, el Tribuiial puetle estudiar y decidir sobre la 
constitiiciorialidad <le los reglameritos atlininiatrativos, resultaba incoii- 
gruenic que iin representante pucliera desa~~licar las disposiciones de su 
represcritado. 

(Jiietla, eiitonces, por iletermin;ir la ;idscripciúii del Tribiinal. Desde 
luego n o  pertenece al I'o<ler Judicial y no teiidría sentido investigar sus 
relaciorics coi1 el l'oder Legis1;itivo. A1 perder su teúrica deliendeiici;i 
del Ejecutivo, 1i:i <~iie<lado coino <irgaiio autónomo cuyas atribuciones 
son est:iblecidas eri la Ley Orgáiii<:a, <Ir modo que cabría concluir que, 
pese ;i 10 <lispuesto por el articulo 49 <le la Coiistituciún Fetleral, cl 
Sul>rcmo P<iiler <le 1;i Fetleracihn no se tlivi<le en tres órganos, y. al Legis- 
lativo, :il Ejcrutivo y 211 Jutlicial, teridrári que suiiiarze por lo iiienos 
otros tres: el Ilaniaclo Poder Constitui<lo, encargado (le reforiiiar la Coiis- 
titución (Congreso de la Uniúii ni:is Legislaturas estat;iles) , Ministerio 
Píiblico único conipeteiite para el ejercicio de la acción penal y, ahora, 
el l'ril>unal Fiscal, con personalidad propia, legalmente autónomo y 
competente para juzgar en materia administrativa. 

N o  obsta a lo  anterior que sea el Presidente (le la República quien 



970 H U M B E R T O  BRISENO SIEHHA 

nombre a los magistrados, en número de veintidós (artículo a), porque 
otro tanto sucede con los ministros de la Suprema Corte o los magis- 
trados del Tribunal Superior de Justicia del Distrito y Territorios Fede- 
rales. Como tampoco significa problema mayor el que sea el propio 
Presidente quien pueda conceder licencias mayores de un mes (articulo 
QQ), porque otro tanto acontece con los tribunales citados. Mucho menos 
importaría el que el presupuesto del Tribunal Fiscal sea aprobado por 
la Secretaria de Hacienda y Crkdito Público, ya que, en general, es esta 
dependencia del Ejecutivo la que se encarga de elaborar la iniciativa 
presentada anualmente al  legislador. 

g) Otras reformas que ha traído la nueva Ley Orgánica en cuanto a la 
composición y competencia del Tribunal, se pueden sintetizar en dos 
puntos determinantes. 

El primero se refiere a las funciones del Presidente del Tribunal. 
Anteriormente, por la circunstancia material de falta de personal, las 
ausencias temporales de los magistrados, eran suplidas por el mismo 
Presidente; ahora, el articulo 5e prohibe expresamente que este funciona- 
rio integre sala, de manera que sus atribuciones serán estrictamente admi- 
nistrativas, orgánicas, disciplinarias y secundariamente procedimentales. 

El segundo punto se refiere a los secretarios que el anterior artículo 
150 hacía consistir en uno general de acuerdos, tres primeros secretarios 
para cada una de las Salas, los auxiliares necesarios para el despacho y 
siete actuarios. En cambio, el articulo 11 de la Ley Orgánica se limita 
a establecer que el Tribunal tendrá un  secretario General de Acurr<los, 
los Secretarios y los actuarios necesarios para el despacho en cada Sala. 
La modificación simplifica la distribución práctica del personal puesto 
que no implanta una fórmula estricta en la composición <le los auxi- 
liares de las Salas. 

Fuera de estas dos circunstancias, puede decirse que los doce articulos 
del capítulo primero del título cuarto del Código Fiscal han sido desen- 
vueltos en treinta y tres artículos en la Ley Orgánica, lo que ha permi- 
tido refundir en ella disposiciones aisladas como las que existían en el 
Reglamento Interior del Tribunal Fiscal, publicado en el Diario Oficial 
<!e 19 de febrero de 1941. De esta manera, el capítulo tercero de la Ley 
Orgánica se destina a las funciones del Tribunal en Pleno, que pueden 
efectuarse con la presencia de 13 magistrados (articulo 14), tomándose 
las resoluciones por mayoría de votos, excepto cuando se trate de fijar o 
modificar la jurisprudencia pues entonces se necesitarán cuando menos 
15 magistrados y el voto mayoritario de las dos terceras partes de los 
presentes (articulos 15 y 16). Ello significa que la jurisprudencia 
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del Tribunal estará, prácticamente, en las manos de diez magistrados del 
Tribunal. 

Se cnnserva la publicida<l de Lis sesiones en términos generales, así 
como la celebración periódica semanal; pero se estipula que deberán 
tener lugar fuera del horario de despacho de las Sal:is, lo cual significa 
que se realizarán en horas iiihabiles, excelente inetlida para no iiiterrum- 
pir la marcha regiilnr del trabajo del Tribunal, pero que quizis no se 
logre completameiite, puesto que las horas inhábiles serian las vesper- 
tinas o antes de las ocho de la mañana, en las ciiales difícilmente re 
lograri la reunión de los magistrados. 

Se han dejado para el Pleno funciones típicamente orginicas como 
las designaciones, cambios de adscripción, remociiin de empleados, coti- 
cesión de licencias con goce de sueldo, distribiicibn <le asuntos, rioriibrn- 
iiiiento de comisiones, conocimiento de quejas contra el retardo cn cl 
trabajo y calificnción <le impedimentos; o simplemente administrativas, 
como el dictado de normas para el despacho <le los asuntos, elaboración 
del anteproyecto del presupuesto y ejercicio del mismo; normas disci- 
plinarias derivadas de las disposiciones orgánicas y, erentrialmente, reglas 
de competencia y procedimiento como en el caso de los recursos contra las  

sentencias de las Salas, sin olvidar la facultad legislativa para eipeclir cl 
Krglamento Interior y los demás que fueren necesarios, asi coniii es:i 
potestad que se encuentra en el liniite entre lo legislativo y lo iiiclicial, 
rlnces la lijación ile 1;i jiirispriidencia (articulo 19) .  

1 1 )  Como el Prcbidente del Tribunal es norinalrneri~c cl sujeto legi~i- 
m;~do p;ira representar a l  drgano, en el caso del Fiscal de la FederaciOti, 
el articiilo 20 comienza por determinar esta atribución. En seguida, con- 
fiere al mismo funcionario facultades orginicüs como 1;i presidencia de 
las sesiones, o de Ins comisiones. A ello se agregan actividades adminii- 
trativab internas del cargo, tales conio el despacho [le la correspoiideiiciii. 
la designacibn del personal adininistratiro, la concesiiin (le licencias, 
el ejercicio del presupuesto y demás relativos. 

También tiene coiiferikis potestades disciplinarias, y el articulo 20 
menciona las necesarias para conservar el orden en las sesiones, para 
mantener el buen servicio del Tribunal, liara imponer sanciones 2 los 
secretaricis, actuarios y empleados subalternos, así como para autorizar 
las actas en que consten las deliberaciones del Tribunal en Pleno y siis 
acuerdos. Pero no faltan actuaciones procedimentales, y es a este fuii- 
rionario a quien se ha confiado la denuncia al Pleno de las coritra- 
dicciones en las sentencias de las Salas, la tramitación de los expedientes 
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para ponerlos en estado de resolución en los casos de la competencia del 
Pleno y firmar los engroses de sus resoluciones. 

Es interesante observar que en la minuciosa lista de atribuciones, el 
articulo 20 olvida la elemental de la intervención en las deliberaciones, y 
el valor del voto del Presidente. Por lo demás, se advierten algunas 
deficiencias de conexión, como en el caso de la denuncia de las contra- 
dicciones, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de 
enviar, al menos, una copia de las sentencias a la Presidencia del Tri- 
bunal para que alguna oficina especial haga el anilisis previo e indis- 
pensable. Conviene no olvidar que en el artículo 150 del Código Fiscal 
se mencionaba el redactor del periódico de justicia fiscal, mismo que ha 
sido eliminado en la Ley Orgánica. Este funcionario es el más adecuado 
para vigilar el contenido de las sentencias de las Salas y las posibles 
contradicciones. 

i) El número de Salas se mantiene inalterable. 'i en total con 3 magis- 
trados cada una, quienes deben asistir forzosamente para que puedan 
celebrarse las sesiones, si bien las resoluciones se tomarán por mayoría 
de votos. 

Probablemente ésta sea la más importante falla de la ley. Se ha preci- 
sado que la composición colegiada no es la más adecuada para la sus- 
tanciación del procedimiento; que en aquellos regímenes o sistemas en 
que se implanta la colegiación, prepondera el criterio del magistrado 
instructor, único que se encarga de la marcha del procedimiento. Cuan- 
do acontece lo contrario, las suspensiones, posposiciones y alargamieti- 
tos de los juicios, son la vida natural del procedimiento deformado, 
experiencia que desde hace muclio tiempo se ha conocido en las Juntas 
de Conciliación y Arbitraje. 

Aunque el Tribunal Fiscal de la Federación no se estructura en forma 
de escabinato, y por ello no tiene el defecto de integrarse con juzgadores 
parciales, sin embargo, la imprescindible asistencia de los tres magis- 
trados, de llevarse a la práctica, será un escollo, no sólo para la trami- 
tación de los juicios, sino para el estudio de las sentencias. 

Cuando se habla de sesiones, es obligado suponer que el procedimiento 
es oral, lo que implica que los magistrados tendrán que reunirse, no sólo 
para ver, sino para escuchar las actuaciones de las partes. Es por ello, 
que ).a desde la Ley Orgánica se está imponiendo una barrera, dificil de 
salvar, a la agilidad del procedimiento. Vistos los antecedentes del propio 
Tribunal, no es de creer que efectivamente se realice esta oralidad en 
las sesiones públicas; pero ello es un  motivo más para extrañarse de las 
razones que pudieron tener los autores de la ley para elaborar un  proce- 
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dimiento que la práctica Iia repudiado constantemente con el respaldo 
de la doctrina. 

j) Si el articulo 21 contiene el mayor problema procedimental, el 22 
ofrece el interés de la fijación <le la competencia. 

En el anterior articulo 160 del Cúdigo Fiscal, modificado todavía en 
el afio <le 1965, para incluir en el conocimiento del Tribunal las deman- 
das contra las niultas impuestas en cualquier materia administrativa, se 
preveía ya la próxima conversión del Tribuiial en ampliamente admi- 
nistrativo, de moclo que la última fracción aludia a la competencia que 
pudieran fijarle otras leyes. 

Aliora, en cambio, el articulo 22 hace una enumeración incompleta 
<le modo que la competencia se limita a: 

Resoluciones definitivas dictadas por las autoridac1es fiscales federales, 
del Distrito Federal o de los organismos fiscales autúnomos, en que se 
determiiie la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad 
liquida o se den las bases para su liquiilación. 

Las que nieguen la devolución de un ingreso, de los regulados por el 
C6digo Fisc;il, indebidamente percibiclos por el Estado. 

Las que causen un agravio en materia fiscal, (listinto a l  que se refieren 
1:is Iracciones anteriores. 

Lis que impongan multas por infracción a las normas administrativas 
feclerales o del Distrito Federal. 

Las que nieguen o reduzcan las pensiones y demás prestaciones sociales 
que concedan las leyes en favor de los miembros del EjCrcito y de la 
Armada Nacional 0 de sus familiares o derecliohabientes, con cargo x 
la Dirección de Pensiones hlilitares o al Erario Federal, así como las 
que establezcan obligaciones a cargo [le las mismas personas de acuerdo 
con las leyes que otorgan diclias prestaciones. 

Las que se <licteil en materia <le pensiones civiles, sea con cargo al 
Erariu Federal o al Instituto (le Seguridad y Servicios Sociales de 10s 
Tr;ibajailores del Estado. 

Las que se dicten sobre interpretación y cumplimiento de contratos 
de obras públicas celebrados por las dependencias del Poder Ejecutivo 
Fe<leral. 

Las que coiistituyan responsabilidades contra foncionarios o einplea<los 
de la Federación o del Departamento del Distrito Federal, por actos que 
no sean delictuosos. 

Todas estas resoluciones se considerarán deIinitivas cuando no admitan 
recurso a<lniinistrativo, o cuando la interposición de este sea optativa 
para el afectado. 
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k) La reducción de competencia observada en el artículo 22, es com- 
pensada mis adelante, cuando el artículo 23 establece que las salas del 
Tribunal conocerán de los juicios que promuevan las autoridades para 
que sean nulificadas las resoluciones administrativas favorables a un 
particular, siempre que dichas resoluciones sean de las materias pre- 
vistas en el artículo anterior. 

Por Último el articulo 24 es el que viene a dejar la puerta abierta para 
la ampliación de la competencia, al determinar que si alguna ley la 
confiere al Tribunal, sin señalar el procedimiento o los alcances de 
la sentencia, se estari a lo que dispongan el Código y la Ley Orgánica. 

Aparentemente, el motivo por el que, en lugar de incluir esta Última 
prescripción como fracción de un solo artículo, pasa a integrar una 
norma autónoma, es que se intenta anticipar la dicha conversión del 
Tribunal en plenamente administrativo. 

En efecto, sólo de esta manera se explica que el articulo 24 haga es- 
pecial referencia al hecho de que una ley no fije el procedimiento a los 
alcances de la sentencia. La separación de las dos secciones: Procedi- 
miento y sentencia, tiene un sentido claro de advertencia, en cuanto 
resultará factible que el Tribunal no se limite a declarar la nulidad de 
las resoluciones, sino que se llegue hasta el contencioso subjetivo llamado 
de plena jurisdicción, es decir, competencia para dictar fallos constitu- 
tivos y aun, pronunciamiento de condena. 

Ya se sabe que en buena teoría, las sentencias que ahora puede emitir 
el Tribunal son realmente, en muchos casos, de condena; pero queda en 
pie la barrera que significa la letra misma de la ley, en la especie el 
Código Fiscal y, por ello, siendo una condena la resolución que se dicta 
ante la negativa a devolver cantidades pagadas indebidamente, por raLo- 
nes formales tiene apariencia de fallo anulatorio de una resolución acaso 
ficta. 

1. El resto del articulado de la Ley Orgánica es de menor importancia. 
Desde luego, se continúa expresando que las audiencias serán públicas 
en las salas, con la excepción de las cuestiones que ameriten la sesión 
secreta. Se implanta una medida inoperante, al prohibir a los magistra- 
dos recibir documentos relativos a los juicios, puesto que se pretende que 
toda promoción sea formalmente hecha, lo que ya era de suponer en un 
procedimiento legal, y, si se quiere eliminar el uso forense de entregar 
memoranda para mejor explicar situaciones duclosas o mal defendidas, 
la redacción dista mucho de ser adecuada, porque no se trata de verda- 
deros y propios documentos relativos a los juicios, sino de comunica- 
ciones simples. 
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Luego, a partir del articulo 27, se fijan las atribuciones de los presi- 
dentes de las salas, casi todas ellas de índole orgánica y administrativa 
o disciplinaria, como el empleo de medios <le apremio o la imposición 
de correccioiies de este tipo disciplinario. 

La funciiin de los secretarios y actuarios es aludida p r  los artículos 
28 a 32, de los cuales destacan, el primero porque establece la necesidad 
<le la intervención del secretario para autorizar coi1 su finna los actos 
que deban constar en el expediente, a meiios que deba intervenir otro 
funcionario conf«ime a la ley. 

El 29, fracci6u v, porque consagra en la ley la previsión del antiguo 
Reglamento Iriterior, eri el sentido <le que el Secretario general de acuer- 
dos, lleve el registro de las persorias que pueden ser designadas peritos. 
Pero en este punto, se echa de menos la disposición del articulo 16, 
inciso 14 de la fracciim i, que autorizaba al Secretario para llevar un 
registro de documentos justificativos de la personalidad de los litigantes, 
cuando éstos así lo Iiubiereii solicilado. Coino el Tribuiral Iia quedado 
autorizado para expedir <liclio Reglamento, y el articulo segundo traii- 
sitorio sólo deroga las disposiciones legales que se opongan a la Ley 
Orgiriica, es de suponer que la norma subsistirá y será repetida en el 
futuro Reglamento. 

De las funcioiies secre~ariales, la más iniportante en la práctica es, 
evidentemente, la labor de estuilio y proyecto <le los f;illos. En conse- 
cuencia, destaca también en esta regulación el articulo 31, fracción 11, 

que expresamente confiere a <licbos funcionarios la proyeccihn de las 
resoluciories que les indique el magistrado instructor. Naturalmente, 
entre las resolucioiies se distingiic en primer lugar el pronunciamiento 
final y. por eiide, liada impedirá que seari los secretarios los encargados 
de redactarlo. La tarea de proyectar resoluciones se reitera en la frac- 
ciún v y ahora con mayor proximidad a los fallos agregando la redaccihn 
y autorización de las actas de las audiencias de las que deban dar cuenta. 

Concluye la Ley Orgánica ron un Cal>ítulo vrr destinado a regular las 
vacaciones y guardias del Tribunal. Estas vacaciones seguirán siendo de 
dos periodos aniiales de diez días hábiles cada uiio, en fechas que deben 
coincidir, conlo en la prictica ha venido aconteciendo, con las que el 
Poder Ejecutivo Federal señale. Sin embargo, no parece prudente qiie se 
consigne en la ley un deber de coincidir, porque ello significa un i ~ i d o  
de supeditar las labores de un Tribunal autónoino a las del Poder Ejecu- 
tivo. En el segundo párrafo del articulo Y3 be agrega que las labores se 
suspenderán eii los dias que el calendario señale para los trabajadores al 
Servicio de los Poderes de la Unión, o cuando lo acuerde el Tribunal en 
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pleno que ,  d e  esta manera,  cuenta con  u n a  potestad excepcional pero 
n o  autónoma e n  l o  general. C o m o  e n  todos los casos d e  labores buro- 
cráticas, se dispone q u e  antes de  iniciarse el periodo d e  vacaciones, se 
nombren  guardias d e  magistrados y personal q u e  atienda asuntos urgen- 
tes q u e  no sean del conocimiento del pleno o d e  las salas. 

L a  ley, conforme al artículo lo transitorio, entrará e n  vigor el 10 d e  
abril d e  1967, derogando los artículos 79, 8" y 11, modi f icac ión  38 e n  
cuanto  al recurso d e  queja ante  el pleno, contra sentencias dictadas 
e n  materia d e  pensiones, d e  la Ley  d e  Depuración d e  Creditos. Los ma- 
gistrados nombrados estarán e n  su encargo hasta el 31 de  diciembre d e  
1972, establece el art iculo 4" transitorio. 

2. A n t e  el T r ibuna l  Fiscal de  la Federación se sigue un verdadero 
proceso, en tendiendo por tal,  la serie d e  actos q u e  se constituye c o n  el 
doble instar d e  las partes y la actuación jurisdiccional d e  un tercero 
imparcial. 

S i  el principio uni f icador  del proceso es la imparcialidad del juzgador, 
los conceptos funclamentales son la accibn y la jurisdicción. De esta 
manera, el f enómeno  d e  existencia transitoria por la hipótesis m i sma  
de  su finalidad, se integra con  el doble juego de  la actividad de  las par- 
tes y la del  juez. 

Pero toda instancia ante u n a  autoridad hace u n a  referencia indispenszi- 
ble a su pretensión. N o  hay  promociones sin significación jurídica, pr* 
niociones por juego o de  mera  práctica, d e  ensayo. El instar es un derecho 
individual ,  u n o  d e  los c inco  q u e  puede portar todo  sujeto d e  derecho, y 
q u e  sirve para establecer el necesario contacto juridico entre el gober- 
nador y el gobernante. 

L a  instancia particular q u e  se emplea  e n  el proceso es u n a  acción, no 
porque e n  este sector sean inadecuadas otras manifestaciones, tales c o m o  
las peticiones, las denuncias, las querellas, las quejas o los recursos d e  
reacertamiento, sino porque la acción es la Única instancia q u e  se proyec- 
ta desde un sujeto hasta o tro  a través d e  un tercero imparcial. 

Sólo la acción es t ípicamente procesal y, por contrapartida, no puede 
haber proceso sin acción. L a  jurisdicción v iene  dada e n  principio, puesto 
q u e  esa proyección q u e  mueve  la atención y la voluntad del  tercero impar- 
cial, e s  mo t i vo  suf iciente para q u e  este se vea  e n  el deber d e  proveer. 

E n  el recientemente publicado Código  Fiscal d e  la Federación, e n  su 
T i t u l o  Cuarto,  se regula el proceso e n  materia fiscal. Decir q u e  este prc- 
ceso es e n  materia fiscal resulta discutible por varias razones, la primera, 
porque no todas las contiendas q u e  se debaten  ante el T r i b u n a l  son 
propiamente fiscales, ya q u e  la Ley  Orgánica h a  inc lu ido  cuestiones 
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atinentes a las contrataciories de obras públicas, a pensiones y demiís 
extremos que determinen las leyes especiales. En segundo lugar, los p r o  
cesos no pueden ser calificados por la materia del debate. El proceso es 
1:i serie [le instancias que se proyectan desde la demanda hasta el atito qiie 
cita para sentencia y, por ende, esta actividad es idéntica, ya se trate de 
conflictos civiles o controversias de litigios laborales o de des- 
acuerdos administrativos. El proceso es uno y no cabe hablar de proceso 
aclministrativo o fiscal. 

Pero para la mejor inteligencia del tema para economizar palabras, se 
suele designar al proceso que conoce este Tribunal como proceso fiscal. 
De manera secundaria, se puede aludir al tipo de sentencia que se emite 
y, entonces, o se habla de procesos declarativos, constitutivos y de 
condena, o, como en la especie, de procesos de mera anulación o de plena 
jurisdicción, para significar con ello que el Tribunal tiene una cierta 
competencia que se distiiiguc en cada caso. 

En la especie, el Tribunal Fiscal, al que alude el artículo 16s) del 
Código Fiscal que entrara en vigor el 1" de abril de 1'967, resulta dotado 
de uria competencia de mera anulación, conforme al artículo 228 que 
determina las causas de ella. 

a) Inquirir por que el Código Fiscal Iia conservado todo un Título, el 
Cuarto, para regular el proceso, que no es materia netamente fiscal, es 
inútil. En las observaciones que se formularon al anteproyecto elaborado 
por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, se liizo hincapie en la 
irregularidad de esta inclusión, siii que tuviera eco el argumento funda- 
mental, consistente en que si del citado cuerpo legal se ha despreiidido 
la parte orgánica, tanto para no perjudicar posteriores reformas, cuanto 
porque en realidad no correspondía al aspecto siistantivo del tema, la 
misma consideración era aplicable al problema procesal. 

Seguramente se pensó que ai el Código contiene una parte destinada a 
los procedimientos administr:itivos y entre ellos al inipiigriativo, bien 
~>oclri;i am~~liarse el tratamierito basta lo estrictamente procesal, ya que 
la impiignabilidad abarca, en tkrininos generales ambas vías. Pero esto 
es insostenible en teoría y eri la práctica, ya que basta advertir que el 
procecliiniento impugnativo en vía de recurso administrativo se sigue ante 
la ai~tori<lad fiscal, en taiito que el proceso se sustanci;~ en el Tribunal 
Fiscal, organismo autúnomn que, ademis conoce ya de materias que no 
son meramente fiscales. 

4si pues, pese a las razones que puedan esgrimirse para objetar la 
iriclusión del proceso en el Código Fiscal, ha quedado regulado el juicio 
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con las mismas paredes maestras que ya tenia en el cuerpo legal que 
ahora se deroga. 

Otra objeción, de carácter subsidiario, por si algún día llega a conver- 
tirse el Tribunal Fiscal en plenamente Administrativo, es la que consiste 
en que bien pudo aludirse al juzgador en abstracto, sin calificarle por la 
supuesta materia de su conocimiento. Despues de todo, si en la Constitu- 
ción se habla de Tribunales Administrativos, la ley pudo continuar por 
esta línea y denominarle de la misma manera. 

b) Las paredes maestras que antes se mencionan, pueden sintetizarse 
en el tipo de procedimiento que sirve para sustanciar el proceso en la 
materia liscal. Se trata de un juicio único, es decir, no tiene, como en 
otros códigos, posibles bifurcaciones hacia procedimientos más o menos 
acelerados y más o menos plenarios. Es juicio único que ni siquiera tiene 
incidencias ejecutivas. 

Por sus caracteres técnicos, este procedimiento es mixto de escritura y 
oralidad. Es escrito porque comienza por demanda, documento en que 
se objetivan las pretensiones a discutir; pero es oral porque en la audien- 
cia, o sea, en el acto en que las partes se reúnen para probar y alegar, 
cabe hacer las promociones verbalmente. 

Sus fases son las naturales en todo proceso: la postulatoria donde se 
ofrece el conflicto según lo entiende o estiman las partes; la probatoria 
donde se demuestra la r a ~ ó n  que asiste a los accionantes; y la conclu- 
siva donde se presentan los argumentos inferidos de lo pedido y probado. 

La sentencia, acto resolutivo de la autoridad, cae al final del proceso, 
y, por ende, en buena técnica no forma parte de éste, se dicta, se emite, 
cuando toda la sustanciación, toda la instancia proyectiva de las partes 
ha concluido. Es coronamiento y no elemento <le la serie. 

Todo esto ha sido conservado, no se previó siquiera, como en otras 
legislaciones del contencioso administrativo, que si el problema fuera de 
puro derecho, no habrá lugar a pruebas y el procedimiento se limitará a 
los escritos de demanda y contestación más los alegatos. 

c) Una puntualización general sobre las observaciones que pudieran 
hacerse a las reformas, se limitaría a los siguientes puntos, según el orden 
del articulado. 

Desde luego, y con referencia a la prueba pericial, el artículo 170 
contiene una disposicibn sumamente discutible, al consignar que los 
honorarios del perito tercero se paguen por las partes, de modo que 
los correspondientes al particular se exigirán mediante el procedimiento 
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administrativo de ejecución si la Secretaría de Hacienda y Crédito Publico 
los adelanta. 

Desde dos puntos de vista es objetable la solución, primero porque el 
articulo 17 constitucional implanta la gratuidad en la Administraci6n 
de Justicia, de modo que los honorarios (le un auxiliar de ella, deben 
ser cubiertos por el Estado. Y segundo, en cuanto tratándose de honora- 
rios no pueden consiclerarse prestaciones fiscales. La salida que se advierte 
en el precepto, permitiendo que la Secretaria adelante el pago, no es sino 
una fórmula nada técnica, de convertir en fiscal lo que es civil. 

En seguida, conviene detenerse en el articulo 171 que manda que toda 
promoci0n se firme por quien la formula y, en su segiin<lo párrafo 
proliíbe la gestión judicial, confidiétidola con la prociiración. El argii- 
mento puede exteiiderse al procedimiento administrativo. para sostener, 
que, así como la autoriclac1 notifica sin exigir prueba de la personalidad 
del (lestinavario, t;inil>ic'n debe reconocer que el promoventc siempre seri 
iin sujeto interesa110 en la (liscusión del acto. Por ende, lo correcto seria 
peimitir instar al faciiltado de Iieclio o por dereclio, para oír o recibir 
ni>tificaciones. 

A ello cabe agregar que también convendría Iiaber regulado, no  sólo 
el mandato en simple carta poder, sino en la misma demanda con rati- 
ficación ante la Secretaría del Tribunal. Por lo deniás, se olvidó estipular 
que sólo los abogados con titulo registrado o pasantes con autorización, 
pueden actuar ante el Tribunal. 

A1 hablar de las partes, el artículo 173 menciona en el segundo párrafo 
<le 1:~ Iracción IV, al coaclyuvante de la autoridad adniiiiistrativa. Este 
sujeto es quien tiene interts directo en la anulaci0ii de una resoluci6n 
favo~able a otro particular, pero acontece frecuenteniente qcie puede 
serlo qiiien tenga interés en la anulacióii <le la resolucióti que perjudica a 
tercero directamente. Es decir, iio sólo existe coadyuvante de la autoridad, 
sino también del particular, situaciiin que olvi(1ó rcgiilar el citado 
precepto. 

Como se dijo eii relación con el artículo 171, es menester ampliar las 
facultacles (le promoción procesal a l  procura~lor, por tanto, el artículo 178 
que autoriza a las partes para designar quien reciba notiEicaciones y Iiaga 
prornr>ciones de trámite, inclusive ofrecimiento <le pruebas y alegatos 
o interposición de recursos debr extender sil previsión a la prcseiitación 
<le la demanda por aquella pei-soria que en el procedimiento estrictamente 
administrativo Iiaya recibiclo notificaciones por considerarla de hecho 
represcqtante del sujeto pasivo. 
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El articulo 180 reproduce pricticamente al 177 en vigor, pero en lugar 
de hablar de sentencia definitiva se refiere a la resolución que ponga 
fin al negocio. El precepto regula la nulidad de notificación, de manera 
que resulta preferible la fórmula derogada, precisamente porque la noti- 
ficación que importa dentro del proceso, es aquella que trasciende al 
fallo, el cual se puede eliminar si el proceso termina por un auto de 
improcedencia o de sobreseimiento. 

El articulo 190, al reterirse a las causas de improcedencia del juicio 
ante el Tribunal Fiscal, expresa que entre ellas se encuentra el hecho de 
que las resoluciones o actos reclamados tengan un recurso o medio 
de defensa ante las autoridades administrativas. Es loable el que en este 
caso se haya introducido la novedad de que tal improcedencia no  operatá 
cuando las disposiciones respectivas, declaren expresamente que es opta- 
tiva la interposición de un recurso o defensa. Naturalmente que hubiera 
sido preferible que ya en el Código se consignara esta solución con inde- 
pendencia de que tambikn la implantaran las leyes especiales; pero Te 
trata de un anticipo o inicio de un nuevo tratamiento realmente equita- 
tivo y sumamente eficaz para el particular. 

En cambio, ya no es de alabar lo consignado en la fracción VI del 
mismo articulo, que estima improcedente la demanda contra ordena- 
mientos que den normas o instmcciones de carácter general y abstracto, 
que no hubieren sido aplicadas concretamente al promovente, porque 
con ello se cierra mis la puerta del contencioso de plena anulación, o sea 
a la competencia del Tribunal para juzgar de las demandas contra regla- 
mentos por su sola expedición, lo que en el amparo se conoce con el 
nombre de amparo contra leyes. 

No deja de observarse que se trata de un  problema interesante y que 
ofrece muchas dificultades para el sistema tal como se encuentra en vigor; 
pero si algo hubiera justificado realmente la derogación del anterior 
Código Fiscal, por lo menos en esta sección procesal, habría sido la 
transformación del contencioso de mera anulación en el contencioso 
pleno, o sea, en el juicio sobre derechos individuales violados por la 
autoridad, ya sea a traves de leyes, reglamentos, decretos, circulares, o 
resoluciones concretas. 

Otra cuestión de relieve es la que regula el articulo 195, al exigir que 
el actor acompañe en su demanda los documentos justificativos de la 
personalidad, si no gestiona en nombre propio. Se trata de un tema que 
ha sido aludido en la procuración, y que ahora debe ser ampliado para 
incluir los casos en que los gerentes, administradores o factores del comer- 
cio, acuden ante la autoridad para gestionar a nombre de las empresas. 
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Mientras la autoridad ciene la posibilidad de notificar al contribuyente 
por conducto de cualquier persona, y la ley no  impone la obligación de 
qiie se requiera al representante legal. debidamente acreditado con el 
testimonio o copia certificada de la escritura pública e n  que conste 
el mandato, el particular se halla en u n  plano desigual, puesto que  se 
encuentra en manifiesta inferioridad, desde el momento en que para pro- 
mover necesita previamente demostrar el poder, mediante el documento 
notarial respectivo. 

No sblo porque las exigencias son diferentes según se trate de la auto- 
rirl;i<l o del particular, ni siquiera porque esto signifique tina erogaciijn 
qiie muchas veces es mayor al importe de la sanción o cobro indebidos 
que se impugnan, lo cual hace desistir en la mayor parte de 110s casos 
al contribuyente, sino porque se esti en una Iiipbtesis en que el plazo 
es breve y perentorio,'no mayor de 15 dias, resulta justificable pugnar 
por la reforma en cualquier sentido; es decir, o tanibién se exige a 1:i 
autoridad que se cerciore de que las notificaciones se hacen al represen- 
tante legal debiciamente acreditado, o se permite que la persona mera- 
mente notificada, quede legitimada por este Iiecho para promover. 

Si bien se considera este problema, es muy grave para el particular 
e insignificante para la autoridad administrativa, ya que en realidad, 
ninguna persona tiene interés en defender los derechos ajenos, a menos 
que le Iiayan sido encomendados o que de ellos derive u n  interts propio. 
Marginalmente, cabría agregar que si se trata de demostrar la Iegitima- 
ciiin de las frartcs, el principio de igualclad procesal exige que también 
la autoridad que promueve, exhiba los documentos justificativos de sii 
pcrsonalidatl, lo cual no está previsto por el nuevo Código. 

La solución correcta debería ser que la demanda se admita bajo pro- 
testa del promovente y que sea causa de sobreseimiento de los juicios 
Id no <lemoscración del interés jurídico en el accionante. 

Otro f~roblema igualmente' trascendental es el que se relaciona con cl 
articulo 228 que sblo permite la anulación de la resolucibn o del pro- 
cedimiento administrativo en que se cometa desvío de  poder tratándose 
de sanciones. El desvío de poder es la carencia de  motivación. Cuando 
la autoridad aplica un precepto legal a un caso no contemplado por la 
norma se produce este desvio. En consecuencia, no  debe limitarse a las 
sanciones sino a cualquier clase de actos administrativos. 

En este mismo orden de ideas, el articulo 229 que seíiala que las sen- 
tencias determinen con claridad los actos o procedimientos cuya nulidad 
se declare, debe completarse con el 230 que ordena se mande reponer 
el procedimiento o reconocer la ineficacia del acto en los casos de anula- 
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ción. Estos preceptos necesitan ser ampliados para implantar el juicio 
de  reparación y el de restitución, y a este fin, es conveniente distinguir 
entre nulidad y anulación ya que en el primer caso se trata de actos 
inválidos e inconvalidables en tanto que en el segundo se atiende a 
supuestos de desvío o exceso de poder. 

Una última observación de carácter general es la que consiste en que 
en esta ley hace falta todo un capítulo destinado a la ejecución de sen- 
tencias. Quedó advertido oportunamente que el legislador mexicano, 
rompiendo con la tradición hispánica que ha perdurado en otros países 
de Iberoamérica, ha creído que el Estado es inejecutable. 

Tal  criterio secular es exagerado en un aspecto y anacrónico en otro. 
Exagerado llevar el principio de la inejecutabilidad a la eliminación 
total de reglas atinentes al procedimiento coactivo, porque si es la idea 
que al Estado no se le embarguen y rematen sus bienes, no acontece lo 
mismo con los sujetos particulares ni, mucho menos con entes descen- 
tralizados, organismos de participación Estatal y demás creaciones de 
derecho público pero con autonomía y personalidad legal. En conse- 
cuencia, del hecho de que no se dicten mandamientos de ejecución contra 
las autoridades administrativas, no se sigue que el Tribunal no pueda 
conocer y hasta ordenar proveimientos ejecutivos contra las demás partes. 

De cualquier manera, el punto de vista es anacrónico porque ya no 
cabe hablar del patrimonio del soberano, intocable e incoercible. Los 
modernos Estados de Derecho reconocen la responsabilidad por faltas 
del servicio, y las leyes sobre el contencioso administrativo regulan el 
cumplimiento de las ejecutorias, no sólo por el camino que sigue el con- 
trol de amparo, esto es, por el indirecto de sancionar el desacato de las 
responsables, sino por el más inmediato de hacer cumplir sus determin:i- 
ciones directamente. 

En buena lógica, no  se comprende cómo es posible que se admita que 
las autoridades pueden cometer excesos y desvíos de poder, pueden reci- 
bir pagos indebidos y, sin embargo, no exista una vía ejecutiva en su 
contra. En otros regímenes se ha llegado hasta el extremo de olvidar la 
coacciún por razones contrarias a las que presiden el Código Fiscal, y 
así ha acontecido que los mandamientos del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo en Uruguay, son dirigidos a las autoridades administra- 
tivas sin apercibimiento alguno, porque se considera materialmente im- 
posible que se incumplan. 

Sin llegar hasta esas alturas, bien podría incluirse el capitulo respec- 
tivo, reconociendo el deber de cumplir los fallos del Tribunal Fiscal y 
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sancionan<lo la resistencia de los obligados, medio subsidiario de lograr 
el respeto que merecen sus pronunciamientos. 

4 No faltan otros casos de objeción al articulado procesal del Código 
Fiscal, pero naturalmente, son de menor entidad. Propiamente, son 
cuestiones técnicas o terminológicas, como acontece con el 207, redactado 
en dos párralos (le difícil inteligencia por las repeticiones de conceptos 
al hablar <le los incidentes. 

También cabe mencionar que la ubicación de los capítulos dista mucho 
de ser la aconsejada por la teoría, de modo que puclo haberse alterado 
el orden de las secciones del Capítulo 11, del Titulo Cuarto, para que 
la atinente a los incidentes se colocara antes o después del desarrollo 
normal del procedimiento. 

Lo niismo puede decirse de la sección 1V que ataíie a los casos de 
improceclencia y sobreseimiento, en la inteligencia de que aquí se siguió 
el mismo criterio de la ley de amparo en cuaiito a la idea que confunde 
a la improcedencia con el sobreseimiento, estimándose que la primera es 
causa del segundo, iio obstaiite que se trata de dos fenómenos distintos. 

Ante todo, conviene recordar que existen casos que no son de impro- 
cedencia ni de sobreseimiento, sino de recliazo o inadmisibili<lad de 13 
demanda. Cuando la instancia es ejercida por quien no <lemuestra su 
personalidad inmediatamente, conforme al artículo 196 la demanda será 
desecliada (previo el triniite de aclaración que pida el magistrado ins- 
tructor, quien, de licclio, viene así a tener una funcióii jurisdicúori:il 
propia y autónoma respecto de l a  sala). 

El desechamiento 11 la itiadinisi6n pueden repetirse a lo largo del pro- 
ceso, cuantas veces se inste inelicarniente; pero iio en todas las Iiipótesis 
se afectará el resultaclo final. El <lesechamiento de una prueba ofrccid.1 
rxtenil>or;iiieatneiite no significa la conclusión del proceso, o dicho en 
otra lorma, su cesació~i de proceder, de desarrollo. 

La ini~>rncecleiicia. en cambio, sí es una conclusión ant ici~nda.  Los 
ejeinplo de litisperideiicia o repetición de (iemanda son ciisicos y expii- 
Can el porqué no cabe que continúe un scgiindo proceso sobre el mismo 
conflicto jiiridico. Aqiii la iristancia es ineticicnte y el proceso carece de 
justificación, de materia propia y adecuada a su <lisciisihn y sentencia. 

En términos generales, wbt-ía recordar que la falta de competencia 
en el jiizgador hace improcedeiite cualquier proceso. 

Ahora bien, el sobreseimiento es el resultado de i i r i  impedimento para 
Fallar. Por fuerza, cuando ello acoritcce, el proceso ha seguido su curso 
normal y lia terminado prác~icamente. Sólo hace falta el pronuncia- 
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miento, acto que se encuentra en realidad en la periferia, en el exterior 
del proceso. 

Cuando se sobresee, lo que acontece es que se omite fallar lo ya dis- 
cutido dentro del proceso. Por ende, no es improcedencia la falta de 
interks jurídico en el actor, tal y como lo pensó el legislador al redactar 
el artículo 190, fracción 1. La prueba está en que para advertir esta 
carencia es preciso llegar al momento del fallo. Si el juzgador adelantara 
algún criterio sobre el particular, estaría prejuzgando, porque lo que 
a primera vista puede considerarse falta de interes, puede resultar mis 
adelante y una vez que se hayan aportado los elementos de convicci6n 
adecuados, como una demanda justificada por un  verdadero interes 
lesionado. Esto exige el desarrollo del proceso, fenómeno contrario a 
la improcedencia. 

Como estas observaciones, cabrían otras secundarias; el empleo indis- 
criminado de las palabras termino y plazo, para aludir a la misma situa- 
ción, cuando tecnica y gramaticalmente significan cuestiones diversas: 
el plazo se refiere a1 transcurso del tiempo, el termino al momento pre- 
ciso de realización del acto: la cita es el mejor ejemplo de un termino, se 
señalan día y hora para una comparecencia, esto es termino. 

Por lo demás, el Código ha llegado hasta regular materias que debe- 
rían ir a la Ley Orgánica, como el caso de los impedimentos, excusas y 
recnsaciones que, sin embargo, representan un adelanto respecto al C& 
digo derogado, una de las pocas mejoras que, en definitiva, no justifican 
la sustitución de una ley por otra. 
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